Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:12). 

—Dese cuenta los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se autoriza al Banco Central del 
Uruguay a la acuñación de monedas conmemorativas de los cien años del estreno de “La Cumparsita”. 
(Carpeta n.* 813/2017) 


La Confederación Uruguaya de Entidades Cooperativas remite nota con sugerencias de 
modificaciones a la Ley de Inclusión Financiera en lo referente al concepto de acto corporativo. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite informes en respuesta a las notas n.* 52 y 54 
enviadas por esta comisión, relacionadas con dos proyectos de ley del señor senador Álvaro Delgado 
referentes a la deducción de gastos de la contratación del servicio doméstico y a la reactivación de 
empresas disueltas por la Ley n.* 19288. 


La Asociación de Escribanos del Uruguay solicita audiencia con el fin de intercambiar ideas 
acerca de la Ley de Inclusión Financiera». 


—Con respecto al primer tema, el Poder Ejecutivo envió un proyecto de ley simultáneamente a 
la aprobación por unanimidad en el Senado de otro proyecto de ley que tenía iniciativa en la Cámara 
de Representantes y cuya miembro informante fue la señora senadora Patricia Ayala. Para que ambos 
estén relacionados sugiero que este proyecto de ley se archive e ingrese como antecedente a la 
carpeta del proyecto que el Senado acaba de aprobar el martes 6 de junio, de idéntico contenido. 


En cuanto al segundo punto, hubo una sugerencia del señor senador Michelini sobre las 
cooperativas de ahorro y crédito que la comisión hizo suya. 


Pasando al orden del día, la comisión había decidido invitar al señor senador Lacalle Pou para 
que expusiera sobre dos proyectos de ley que había presentado y que están a estudio de la comisión. 
El primero está vinculado a las modificaciones a la Ley n.” 19210, de 29 de abril de 2014, sobre 
inclusión financiera y el otro tiene que ver con la creación del sistema de hipoteca inversa. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradezco a los miembros de la comisión los minutos que me conceden 
para explicar estos dos proyectos de ley. 


Para la modificación planteada a la Ley n.* 19210 hay dos argumentos y uno de ellos tiene 
que ver con la concepción de libertad del individuo. Esta ley de inclusión financiera tenía como 
intención primigenia el acceso a la bancarización de aquellos uruguayos que no lo tenían. En ese 
sentido, estaba bien inspirada porque hasta la aprobación de este instrumento muchos uruguayos la 
miraban de afuera y sabemos que parte de la vida, en el mundo y en nuestro país, funciona a través de 
las instituciones de intermediación financiera. Sin embargo, esto termina convirtiéndose en una 
obligación y para nosotros ante todo está la libertad. 


El otro argumento tiene que ver con la practicidad. El gobierno ha tenido que prorrogar la 
entrada en vigencia de esta ley y en el propio Parlamento votamos algo bastante extraño como es que 
en un país con una sola Constitución y un solo marco legal se haga una aplicación diferenciada por la 
ubicación geográfica según la densidad de población. Mi propuesta es muy simple y no van a encontrar 
ninguna genialidad; la modificación que propongo es que en lugar de hacerlo obligatorio sea algo 


voluntario. Nosotros proponemos sustituir «deberá» por «podrá», tanto para los negocios como para el 
cobro de sueldos y pensiones. 


No voy a explicar a los señores senadores cómo es nuestro país porque lo conocen bien y lo 
han caminado, pero siempre cuento una anécdota del año pasado, cuando llegué tempranito a Sarandí 
de Navarro, luego de transitar dificultosamente por la ruta 20. En general, los políticos no llegamos 
temprano, pero en esa oportunidad era muy temprano, así que me senté en un escaloncito a tomar 
mate y pude ver despertar un sábado de mañana a Sarandí de Navarro. Escuché a los perros, los 
tractores, los primeros ruidos. Los primeros vecinos que llegaban se encontraron con que ese día 
cerraba el juzgado de paz; fue uno de los trece que cerraron. El juez estuvo en la reunión. Al poco rato 
de empezar a conversar con los vecinos que se arrimaron, surgió el tema de la inclusión financiera. 


El cajero más cercano a Sarandí de Navarro está en Paso de los Toros; imaginen la vida de un 
asalariado, de un peón rural, de un almacenero, de un feriante o de un pasivo en ese lugar. Esto 
implica que a sus pasividades y sueldos tienen que descontarles el costo del taxi o de la nafta en caso 
de que tengan un auto o una moto. Hay que tener en cuenta que esto afecta la vida comercial de esa 
zona porque el que va a cobrar a Paso de los Toros ya hace las primeras compras allí. El señor 
senador Amorín me acota que la comisaría está en Young. 


En cuanto al tema de la inclusión financiera, quizás podamos discutir lo relativo a la libertad 
con un abordaje distinto. En lo personal, con respecto a estos asuntos soy un liberal y creo que cuanto 
más pueda hacer un gobierno para que el individuo se autodetermine, mejor. Esto claramente atenta 
contra la libertad económica de los individuos. 


Además, está el tema de la practicidad porque no se va a poder aplicar. En caso de que se 
lograra hacerlo, se perjudicaría a la gente. 


Como parto de la base de que los gobiernos no tienen malas intenciones, creo que hay un 
error de puesta en práctica. Por lo tanto, sería la forma de no tener que poner parches —como se viene 
haciendo- o, inclusive, de prorrogar por decreto. Si bien no puedo afirmar lo que voy a decir, sugiero 
que no se siga prorrogando por decreto. La propia ley de inclusión financiera establecía un plazo por el 
cual se podría prorrogar por decreto, la próxima prórroga es por ley —lo pueden corroborar ustedes 
mismos en la comisión—, y no sé si la última prórroga ya está fuera de lo legalmente previsto. Quiere 
decir que podría ser un decreto ilegal. 


Básicamente, el espíritu de este proyecto de ley es la libertad económica de los individuos y 
la práctica a lo largo y ancho de nuestro país que, en este caso, van de la mano. 


Si el señor presidente está de acuerdo, paso al segundo proyecto de ley que no es de mi 
autoría, sino que recojo un planteo del exdiputado de Río Negro, Daniel Mañana, que presentó dos 
proyectos muy interesantes. El primero refiere a la posibilidad de que los pasivos tengan la opción de 
jubilarse y seguir trabajando y aportando, obviamente en otros menesteres o tareas con menos 
exigencias. Eso está incluido en un proyecto de ley que, si bien no lo voy a presentar en el día de hoy, 
va de la mano con este, ya que refiere a la vida económica de los adultos mayores, sobre todo de los 
que ya están jubilados. 


¿Qué sugiere la hipoteca inversa? Que una persona de 65 años que ha heredado o con 
esfuerzo, después de haber ahorrado, logró tener una propiedad, pero tiene ingresos bajos por sus 
aportes, por los topes o por la condición en la que se haya jubilado, pueda realizar ese patrimonio a 
través de la hipoteca y no de la venta, es decir, obtener una renta de ese bien inmueble poniéndolo en 
hipoteca. ¿Por qué se plantea la hipoteca inversa? Porque se supone que esta persona tiene riesgo de 
vida. Después de los 40 años uno tiene riesgo de vida; después de los 65 años se va acercando más a 
la meta y es muy difícil obtener una renta y cobrarla por una aseguradora o una institución financiera. 


El diputado Daniel Mañana prevé inteligentemente hipotecar el bien, recibir una renta 
mensual y que, cuando la persona fallece, los herederos paguen la renta o la propia acreedora —que es 
una aseguradora, una institución financiera— realice ese bien. De esa forma estaríamos dando una 


solución a muchos pasivos que, si bien no conforman el universo de jubilados, cobran jubilaciones 
menguadas que no les permiten mantener su calidad de vida ya que el bien que tienen no se puede 
comer ni transar en una almacén. Esto le generaría una renta por el resto de sus días que terminará 
pagando la sucesión —por así decirlo de esa persona. 


Esos son los dos proyectos de ley que quería comentar. No queda bien afirmar aspectos de 
un proyecto de ley propio —aunque el segundo no lo es, como ya dije— pero creo que son de sentido 
común. Cuando las cosas son de sentido común, por lo general, trato de impulsarlas. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero plantear algunas inquietudes sobre las que quizás el senador Lacalle 
Pou, que ha presentado estos dos proyectos de ley, pueda aportar información para cuando llegue el 
momento de estudiarlos. 


En la hipoteca inversa, cuando una persona no tiene herederos —no tiene hijos y su cónyuge 
falleció- y se encuentra en una situación precaria, es muy probable que no quiera despojarse de la 
casa porque salir de ella, dejar el barrio y a sus mascotas tal vez implique una muerte temprana. 
Entonces, se plantea qué hacer: al no poder vender la casa, la hipoteca de por vida, es decir que hasta 
que muera pertenecerá a otra persona pero, por lo menos, su situación mejorará sustancialmente. Si 
vive mucho el que pierde es el que apostó y si vive poco, mejorará su calidad de vida. Ahora, cuando 
hay herederos me parece que toca otros aspectos y no sé si evaluaron lo relacionado con la ley de 
herencia. Esto es lo que refiere al proyecto de ley sobre hipoteca inversa. 


Con respecto al otro proyecto, es obvio que hay que prorrogar, pero por decreto no va. Se 
harán las consultas del caso, aunque sabemos que existen dificultades. El señor senador Lacalle Pou 
habló de su sentido liberal, pero en el artículo 5. o 6. —si no me equivoco— habla de los proveedores. 
Cuando hablamos de los trabajadores hay una discusión filosófica acerca de si debe decir «podrá» o 
«deberá», pero el asunto es bastante más complejo y cuando el Estado les paga a sus trabajadores 
hay un costo adicional. Si un proveedor dice: «A mí me debe USD 50.000; págueme cash», hay un 
costo adicional de custodia y de remise para sacar el dinero. El artículo 5. habla de que el Estado 
podrá discutir con sus trabajadores, pero en ese caso tendría que haber un régimen general. En la 
hipótesis que plantea el senador Lacalle Pou sobre los proveedores, no parecería lógico que el Estado 
no pudiera pagar a través del sistema bancario y tuvieran que volver a manejarse sumas de dinero con 
todo el riesgo que eso conlleva. 


Por otra parte, no sé si en el artículo 6.* las derogaciones están vinculadas siempre a este 
«podrá» por «deberá» o si está tocando a otros artículos —no lo hemos estudiado; en ese caso sería 
bueno que nos dijera: «Miren que el artículo 40 refiere a tal o cual cosa y tiene tal otro fundamento», 
para no tener que llamarlo de nuevo. 


El artículo 6.* deroga los artículos 16, 17, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 43, 44 y 46 de la Ley n.* 
19210. 


Abro un paréntesis: mientras Uruguay tomaba toda esta legislación, en algún momento vino 
alguien —no recuerdo si hubo actas, si fue aquí sentado o cuando nos despedíamos— y nos contó que 
en ese entonces Argentina estaba yendo en el sentido inverso. La provincia de Buenos Aires tiene un 
gran problema de narcotráfico desde que Estados Unidos prohibió el éter para Perú, Ecuador y Bolivia; 
gran parte del proceso de cocaína se fue a la provincia de Buenos Aires. Argentina es productor de 
éter; entonces Estados Unidos no podía provocar ningún tipo de conflicto y se generaron grandes 
sumas. Argentina —que en inclusión financiera va adelante, propio de la economía más que de la 
regulación— aceptó que por ciertas cifras no hubiera que pasar por el banco. 


Se nos decía que había compradores —que notoriamente estaban lavando dinero- que 
compraban tres, cuatro o cinco autos de la marca que fuera en cualquier momento para después 
rápidamente venderlos vía bancaria. De esa manera justificaban la operación rápidamente. Una cosa 
es lo vinculado al «podrá» y al «deberá» y otra es que, en cuanto al resto de la economía, no se facilite 
todo de modo que Uruguay sea muy tentador para el lavado de dinero. 


SEÑOR LACALLE POU.- En cuanto a la hipoteca inversa, quiero señalar que como el que hipoteca es 
propietario y no está muerto, no hay sucesores. El corazón de este proyecto de ley tiene que ver con 
qué se va a hacer después que fallezca, pero la persona es totalmente libre de hacer lo que desee con 
su patrimonio. Puede venderlo, regalarlo o donarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso en parte es así, pero, si un padre quiere regalarle en vida el 100% de su 
patrimonio a un hijo y al otro no en la ley de herencia hay restricciones. Quisiera saber si una persona 
en vida por desesperación hiciera esta hipoteca inversa por un monto ridículo “USD 100 por mes, 
siendo su expectativa de vida muy baja— cuáles podrían ser las objeciones, tenga o no herederos. No 
me queda claro si tuvieron en cuenta esas circunstancias. 


SEÑOR LACALLE POU.- No creo que haya ninguna posibilidad en ese sentido porque, además, hay 
otras protecciones legales como la usura y otros instrumentos que pueden inhabilitar ese tipo de 
situaciones. 


Suele suceder que estos «viejitos», como les decimos comúnmente con cariño, viven 
austeramente y los hijos muchas veces ni siquiera van a visitarlos. Hay más de 120.000 uruguayos 
cuyos hijos no cumplen no solo con el deber de alimentación y asistencia, sino tampoco con su 
presencia afectiva. Dejan a los viejitos tirados con unos pocos pesos y después enajenan el bien y lo 
disfrutan los hijos o los nietos. 


Nosotros pretendemos que, al final de la vida, cuando lamentablemente los ingresos 
disminuyen y las exigencias económicas aumentan, la persona tenga libre disponibilidad de sus bienes. 
Los instrumentos de protección económica están vigentes. Por suerte hay protección en ese sentido y 
no está pensado regalarlos, sino por el contrario utilizarlos económicamente. Esto se da sobre todo en 
los barrios o en el interior del país. La persona tiene una flor de casa cerca de la plaza, pero no tiene 
plata y la casa no se la puede comer. Es una propiedad que tiene mucho valor y el día de mañana, 
cuando falte la persona, puede ser vendida a un buen precio. Pero es su casa y este proyecto de ley 
apunta a que la persona pueda sacar un provecho económico mientras está con vida. Después la 
deuda se resolverá con la venta del inmueble y, en caso de haber sucesores, se harán cargo ellos. 


En cuanto a los artículos derogados no los sé de memoria, cambió la ley de inclusión 
financiera. 


SEÑOR AMORÍN.- No sé cómo funciona la hipoteca inversa pero imagino que, por ejemplo, una 
persona que tiene un inmueble en el que vive y un ingreso bajo, busca cómo mejorar su situación. 


Hay dos operaciones económicas paralelas. La primera es ir “supongo— a un banco o a una 
aseguradora a hipotecar el bien en determinada cantidad de dinero. En paralelo, la institución de que 
se trate le va a decir: «A usted le voy a pagar tanto por mes por esta hipoteca». Eso se hace 
calculando lo que le queda de vida a la persona; por ejemplo, si tiene 95 años, le van a pagar mucho, 
pero si tiene 60 obviamente le pagarán menos. Se trata de una especie de seguro y supongo que se 
hará un cálculo actuarial, pero esto tendrá sentido si hay muchos porque de lo contrario sería un riesgo 
gigantesco para el que lo toma. 


Si la persona vive dos días, el que gana es el asegurador o el banco, pero queda una 
hipoteca, por ejemplo, por USD 60.000. En ese caso, los sucesores podrán pagar ese dinero y 
quedarse con la casa. Sin embargo, si la persona vive hasta los 103 años —por decir algo—, el banco 
perderá y la hipoteca seguirá siendo por el mismo monto; los hijos podrán decir «pago los USD 60.000 
y me quedo con la casa». 


Si esto es así, parece una operación bastante razonable que tiene dos partes: una implica la 
tasación del bien y la hipoteca de acuerdo con el cálculo de lo que le queda de vida a la persona, y 
otra, la posibilidad de recuperar el bien por parte de los hijos en esa cifra “USD 60.000-—, ya sea de a 
dos meses o en treinta años. 


SEÑOR LACALLE POU.- Les recomiendo en derecho comparado analizar la experiencia plasmada en 
la ley española del 7 de diciembre de 2007, que es la reforma del mercado hipotecario. No me refiero 
solo a la ley, sino también a la forma de funcionamiento en España. Básicamente, el procedimiento es 
el que mencionó el señor senador Amorín. 


Imagino que habrá ajustes y reajustes. Supongo que en el caso del ejemplo ridículo de la 
persona que recibe dos meses de renta y se muere habrá algún tipo de compensación en la institución 
financiera. En realidad, se trata de modelos que ya existen. 


Ahora voy a responder las preguntas del señor senador Michelini. No sé todos los artículos 
de memoria, pero puedo afirmar que la gran mayoría —por no decir todos— son instrumentales en lo que 
refiere al cobro, tal como lo demuestra el ejemplo del artículo 35 —que habla de no cobrar efectivo— que 
se mencionó. 


Con respecto al Estado como proveedor, en las licitaciones este siempre dice cómo va a 
pagar. Por decirlo de alguna manera, son contratos de adhesión porque dice, por ejemplo, «vamos a 
pagar de esta manera, en tanto tiempo, con cheques diferidos», etcétera. 


(Intervención del señor senador Michelini fuera del micrófono). 


—Cuando uno se presenta a un llamado a licitación, dentro de las condiciones está el modo 
de pago. 


Hay algo que quizás debí haber dicho al principio de mi exposición, pero si tengo la suerte de 
que la comisión impulse esta iniciativa por supuesto que podrá ser analizada y modificada, siempre y 
cuando no pierda el sentido último de la libertad y la practicidad. 


Por otro lado, en mi vida como diputado y ahora como senador, me he encontrado muchas 
veces con proyectos de ley que promueven la libertad o con la derogación de normas que impulsan 
una vida más libre, haciendo un análisis patológico. A veces tendemos —sobre todo en estas latitudes— 
a legislar en base a la patología como regla y no como excepción. Voy a poner un ejemplo al que me 
he opuesto y tiene que ver con la seguridad pública. En San Pablo —no sé si en toda la ciudad, pero sí 
en muchos lugares—, a partir de determinada hora de la noche, se prohíbe andar de a dos en moto 
debido a los motochorros. Aquí mucha gente lo está pidiendo, pero me opongo a prohibir que en la 
noche los uruguayos puedan andar de a dos en moto porque para mucha gente ese es su único 
vehículo. ¿Voy a hacer que una pareja o una madre que lleva a un hijo no puedan viajar en moto en la 
noche porque hay tipos robando? 


Es cierto que hay que ser precavidos, pero si analizamos estos temas referidos a la libertad 
en base a la patología del narcotráfico, estaríamos privando de oportunidades a los que hacen las 
cosas bien por unos pocos —aunque constituyan una dimensión económica importante— que las 
hacen mal. En definitiva, los instrumentos para perseguir el delito, el lavado de activos o el narcotráfico 
no pueden privar de libertad a los ciudadanos que se comportan como mandan la Constitución, la ley y 
los valores comúnmente aceptados en la sociedad. 


SEÑOR CAMY.- Saludamos la presentación de las dos iniciativas de parte del senador Lacalle Pou, en 
el entendido de que esa actitud debe promoverse cuando se está de acuerdo, por supuesto, pero 
también cuando hay matices o discrepancias. 


En el caso de la hipoteca inversa, más allá de que surge del derecho comparado, tal como 
señaló el senador Lacalle Pou, creemos que es algo ingenioso y novedoso para el país. Por tanto, es 
inteligente plantear una propuesta de este tipo, la cual a nosotros nos quedó clara. Interpretamos la 
misma en referencia a lo que señalaba el senador Amorín, es decir, que los eventuales sucesores no 
tengan que hacerse cargo de la hipoteca, sino de la deuda efectiva generada porque a los dos meses 
de generada la misma puede haber fallecido quien la realizó y, obviamente, va a ser sensiblemente 
menor la deuda al valor por el que se hipotecó. Nos parece de justicia y, reitero, más allá de algunas 


preguntas que oportunamente realizaremos a las convocatorias pertinentes cuando se trabaje el tema, 
estamos a favor de esta iniciativa. 


En cuanto a la otra propuesta, quiero subrayar la definición filosófica del senador Lacalle Pou, 
de libertaria o liberal, la cual defendemos y consideramos un valor supremo. Creo que se recogen 
algunas cosas que en oportunidad de haberse tratado en esta comisión la propuesta que finalmente se 
consagró a través de la Ley n.” 19478, ya habíamos planteado. Por ejemplo, más allá de la derogación 
de los artículos 10, 12, 15 y 19, el 36 notoriamente restringe, en particular, la actividad operativa 
agropecuaria —entre otras—, ya que no pueden endosarse los cheques al ser con cláusula «no a la 
orden» y depositarse en la cuenta del beneficiario. Eso es algo que está sucediendo actualmente. 


El artículo 41 restringe el uso del dinero y se imponen notorias obligaciones, que no existían, a 
los escribanos y a los propios registros públicos, en cuanto a las operaciones o el aceptar o no las 
inscripciones si no se cumple con la forma establecida. También hemos recogido algunas iniciativas en 
dirección a lo que se propone. 


Y el artículo 43 está ocasionando problemas a los estudios contables o gestorías, 
especialmente, en el interior del país, donde hay una tradición de que los productores del interior 
profundo dejan el dinero en efectivo a esos escritorios, que son los que van a las redes de cobranza, 
pagan los impuestos, DGI, aportes de BPS, etcétera, y, generalmente, esto se hace el mismo día del 
vencimiento. Entonces, con esta imposición que surge de la norma que se pretende derogar deben 
girar el dinero a través de los bancos lo cual, lógicamente, ocasiona perjuicios a los productores por 
tener que trasladarse, por ejemplo, a las instituciones bancarias. Y con lo que voy a decir a 
continuación quizás hagan alguna chanza en algunos programas acorde a ese tipo de utilización de la 
actitud, pero tengo un proyecto de ley para presentar en resguardo de las personas que no usan la 
tecnología, que las hay y que hoy padecen —ya que está tan de moda-— discriminación. Hay gente que 
requiere o nos pide el derecho a utilizar el mecanismo de pago con el que se siente cómodo y está muy 
lejos de intenciones y posibilidades de evasión, que por otra parte nos compete a todos querer evitarla. 


Por tanto, nos comprende filosóficamente esta propuesta del senador Lacalle Pou y 
acompañamos la vocación que persigue con la misma. 


SEÑOR LACALLE POU.- Hago mías las palabras del senador Camy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del senador Lacalle Pou explicando y presentando 
estos dos proyectos de ley. Obviamente, ahora la comisión va a definir cómo sigue su trabajo con estas 
iniciativas, como así también con los demás temas a estudio. 


(Se retira de sala el señor senador Lacalle Pou). 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—En función de lo conversado, cada una de las bancadas va a estudiar las modificaciones 
que se van a presentar la semana que viene en las dos iniciativas. Asimismo, en un plazo 
relativamente razonable, cada partido político deberá traer su posición política sobre estos temas. 


En relación con los proyectos de ley que presentó el señor senador Lacalle Pou, le damos la 
palabra al señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Son asuntos que me parecen importantes; ahora veremos cómo hacemos las 
consultas del caso. Por otro lado, necesitamos conocer cuál es la opinión del Poder Ejecutivo, del 
Ministerio de Economía y Finanzas y del Banco Central del Uruguay sobre la hipoteca inversa. 


Con respecto al tema de la bancarización, el señor senador Lacalle Pou señaló algo que me 
están diciendo varios escribanos —incluso existe una nota para que vengan a comisión a exponer sobre 
este punto—, en cuanto a que la prórroga de la vigencia de la obligatoriedad de la bancarización — 


empezaría a regir en julio próximo— ha sido dispuesta por un decreto que extiende el plazo hasta 
diciembre, pero se necesitaría una ley. Entonces, pediría que hicieran las consultas sobre este aspecto. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pedimos a la secretaría de la comisión que haga un compilado a partir de la 
Ley n.* 19210, de inclusión financiera, y recoja todas las leyes y decretos que establecieron prórrogas 
totales o parciales, o que cambiaron el régimen, como la que votamos vinculada a las localidades de 
menos de 2.000 personas. A su vez, hay que hacer una consulta con jurídica del Parlamento en el 
sentido de si la prórroga de la entrada en vigencia del régimen a partir del 1.” de julio necesita ley o se 
puede hacer vía decreto. De esta manera, el próximo jueves ya tendríamos la información necesaria y, 
de ser posible, cada uno de los partidos definida la voluntad política para saber cómo seguimos este 
tema, pues estamos a 20 días de la entrada en vigencia de este régimen y, tal como dijeron algunos 
senadores, falta mucho para que sea totalmente democrático. 


Además, la semana que viene vamos a recibir a la Asociación de Escribanos del Uruguay y 
también a Cudecoop, que quiere promover una modificación en cuanto a cómo se caracteriza el 
concepto del acto cooperativo en la ley de inclusión financiera. 


Para tener un horizonte ordenador para todo el manejo económico del Uruguay el jueves que 
viene tenemos que tomar una decisión, en un sentido u otro, porque sería muy positivo poder prever 
este tema. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


Si los señores senadores están de acuerdo, lo conversado sería el rumbo a seguir por parte 
de la comisión respecto a la ley de inclusión financiera. 


En cuanto al proyecto de ley de hipoteca inversa —que es bastante interesante— habría que 
decidir a quién invitamos. 


SEÑOR MICHELINI.- Podríamos enviarlo al Banco Central del Uruguay, al Ministerio de Economía y 
Finanzas y a la cátedra para que hagan informes al respecto y después veríamos a quién invitamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en lo que tiene que ver con el proyecto de ley de hipoteca inversa, 
vamos a hacer una nota de la comisión dirigida al Ministerio de Economía y Finanzas y al Banco 
Central del Uruguay en primera instancia y también algunas consultas a la academia. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 11:13). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


